BOLETÍN N° 699-13
INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitu​cional, que reajusta asig​naciones familiares y mater​nales y el subsidio familiar.
Honorable Senado:
Vuestra Comisión de Trabajo y
Previsión Social tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, originado en un Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, que ha sido declarado de suma urgencia en todos sus trámites.
Concurrieron a la sesión que
la Comisión estudió esta iniciativa el señor Subsecretario de Previsión Social subrogante, don Ramiro De Stefani Torres, el señor Superintendente de Seguridad Social, don Luis Orlandini Molina, y el señor Fiscal del Instituto de Normalización Previsional, don Jorge Norambuena Hernández.
Os hacemos presente que,  de
conformidad al artículo 19, N° 18, de la Constitución Política, las normas legales contenidas en el proyecto que proponemos requieren para su aprobación de quórum calificado, por cuanto la fijación de los montos de las prestaciones  que  ellas  contemplan,  así  como  las
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modificaciones al mecanismo de determinación del ingreso mensual de los beneficiarios para este efecto, son parte integrante de la regulación legal del ejercicio del derecho a la seguridad social.
Explicamos detalladamente las
razones que abonan esta posición en el informe que evacuamos con fecha 15 de julio de 1991 respecto del proyecto que pasó a ser la ley N° 19.073, la cual dispuso el incremento de las asignaciones familiares y maternales y el subsidio familiar, así como el aumento del 10,6% a las pensiones que aún no lo recibían. Para evitar reiteraciones, nos remitimos a lo señalado en esa oportunidad.
Con   todo,   es   pertinente
observar que la H. Cámara de Diputados tiene sobre la: materia un criterio distinto y, así, ha manifestado su Comisión de Trabajo y Seguridad Social que "no existen en el proyecto en informe normas que revistan tal carácter, aun cuando ellas digan relación con material de seguridad social, puesto que no regulan el ejercicio de tal derecho, limitándose sólo al otorgamiento de un beneficio discrecional como es el reajuste de los montos de las prestaciones que se señalan en el proyecto." (Informe de 2 de junio en curso, recaído en esta iniciativa, página 11).
Su Excelencia el Presidente de la  República,  al  iniciar  la   tramitación  de  este
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proyecto, destacó que, dentro de los objetivos de consolidación del proceso de transición a la democracia, de crecimiento económico autosostenido y de mayor justicia social, el Supremo Gobierno ha puesto en práctica una política de progresivo beneficio social, que, en parte, se ha vinculado con el mejoramiento de las prestaciones de seguridad social, especialmente en lo relativo a asignaciones familiares y maternales, y subsidio familiar.
Entre los elementos determi​nantes de la acción destinada a lograr dicho mejoramiento distinguió, por una parte, la voluntad de que los incrementos de las prestaciones sociales se sustenten en la sólida base de un adecuado financiamiento, y por otra, la decisión de considerar, en la definición de las políticas, la opinión de los grupos intermedios de la comunidad nacional.
Precisó que el objetivo del
proyecto en informe es mantener el poder adquisitivo de las asignaciones familiares. Sin embargo -advirtió-, quienes se encuentran, en razón de sus ingresos, en el tramo más alto, no tendrán reajuste en su asignación, pues de esta forma se mantiene el carácter redistributivo de ingresos que debe tener el régimen de prestaciones familiares.
Añadió que también se elevan
los guarismos determinantes de los tramos diferenciados para determinar los montos de las asignaciones familiares. En la actualidad, la asignación familiar más alta, que es la que corresponde a las personas de menores ingresos, se otorga a aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de $ 63.000, suma que el proyecto  eleva  a  $  80.000.  Por  su  parte,  los
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beneficiarios que se encuentran en el tramo intermedio son aquellos cuyo ingreso mensual supera los $ 63.000 y no excede los $ 80.000, guarismos que se sustituyen por $ 80.000, y $ 100.000, respectivamente.
Manifestó que estos  últimos
cambios traerán como consecuencia que, en el tramo de quienes tienen menores ingresos, el número de cargas familiares aumentará en 250.000 causantes aproxima​damente, conforme a los cálculos que se han realizado. Con ello se elevarán los niveles de ingresos de los respectivos beneficiarios, acentuándose el carácter redistributivo que tiene el otorgamiento de estas prestaciones.
En   relación   con   esta
iniciativa, cabe recordar que las modificaciones a los tramos deingreso y montos de la asignación familiar y del subsidio familiar fueron consideradas en el acuerdo fechado el 30 de abril de 1992, suscrito por los Presidentes de la Central Unitaria de Trabajadores y de la Confederación de la Producción y el Comercio, y por los señores Ministros de Economía, Fomento y Reconstrucción, de Hacienda, y del Trabajo y Previsión Social, en el cual se convinieron diversas materias, algunas concernientes a todas las partes y otras de carácter bipartito.
En lo que interesa, el punto 2 de ese documento expresa lo siguiente:
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"El Gobierno y la CUT, por su
parte, han acordado, en relación con las asignaciones familiares, reajustar, a partir del 1o de julio de 1992, los tramos de ingreso y los montos definidos por la ley para este efecto, quedando los nuevos valores en:
Tramo de ingreso:
Monto:
Hasta  $  80.000
               $
1.550.
Más de $  80.000
y menos de $ 100.000       $
1.130.
Más de  $ 100.000
$
552.
El monto del Subsidio Único Familiar (SUF) también se incrementará a $ 1.550.".
Discusión General
El  señor Superintendente  de
Seguridad Social recordó que el régimen de asignaciones familiares, desde el 1º de marzo de 1981, se financia exclusivamente con recursos fiscales -en virtud de lo dispuesto en el artículo 8o del decreto ley N° 3.501, de 1980-, lo que cambió sustancialmente su naturaleza, que era antes de base contributiva.
El financiamiento fiscal dio
lugar a que, por varios años, se mantuviera invariable el monto de $ 552. Una de las primeras medidas adoptadas por el actual Gobierno para afrontar la política social fue el aumento de la asignación familiar para las personas que tenían ingresos más
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bajos, estableciendo tres niveles de montos, de acuerdo a sus ingresos.
Hizo notar que el proyecto en
examen sigue la línea de las dos leyes precedentes sobre la materia: la ley N° 18.987, de 1990, y la ley N° 19.073, de 1991, en orden a conservar los tramos de asignación familiar, elevando los dos más altos en aproximadamente un 13% -con el propósito de mantener su valor adquisitivo- y cambiando los límites de ingreso que dan lugar a los distintos niveles. Esto último permite aumentar en 250.000 causantes, aproximadamente, el número de personas que se benefician en los tramos de menores ingresos.
Agregó que,  en el tramo de
ingresos de hasta $ 80.000, al que corresponde una asignación familiar de $ 1.550, quedarán comprendidas 2.100.000 asignaciones o cargas; en el nivel superior a los $ 80.000 y que no excede de los $ 100.000, cuyos beneficiarios percibirán $ 1.130, figuran 260.000 asignaciones, y por último, en el tramo superior a los $ 100.000, al que corresponde recibir $ 552, aparecen 1.740.000 asignaciones, lo que totaliza la cantidad global de 4.100.000 asignaciones familiares.
Por  otro  lado,  se  aplica
también el criterio de las leyes anteriores para fijar el monto del subsidio familiar en el mismo valor correspondiente al máximo de la asignación familiar.
El otro cambio importante, a
su juicio, es el período que se considera para determinar el ingreso mensual de los beneficiarios, que les da derecho a uno o a otro monto de asignación familiar.  A partir de la ley N° 18.987, ese lapso es
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el promedio de los tres meses que anteceden al 1o de enero del año respectivo, en este caso, de octubre a diciembre del año pasado.
Se  propone  ahora  tomar  el
período del semestre que antecede al mes en que se inicia el pago, vale decir el primer semestre de este año, porque refleja en mejor medida el ingreso real del trabajador.
El H. Senador señor Hormazábal
sostuvo que ha pedido en reiteradas ocasiones al Ejecutivo que estudie el sistema usado para calcular el ingreso mensual para estos efectos, porque el actual está afectando a los trabajadores de temporada y, especialmente, a los portuarios eventuales, que tienen derecho a percibir el monto completo de la asignación siempre que hayan trabajado por lo menos una jornada o un turno en el mes, pero la remuneración percibida se divide por el número de días en que se devengó y se multiplica por treinta, como si hubiesen percibido ingresos por todo el mes. Eso provoca que la mayoría de tales trabajadores quedan dentro de los tramos de más altos ingresos, cuando en realidad los percibidos durante esos días son los únicos que han recibido.
Destacó que, dado el hecho de
que la asignación familiar es un subsidio, debe estar relacionada más directamente con los ingresos reales y, en ese sentido, si bien la proposición del Mensaje constituye un avance, no soluciona el problema existente.
Las observaciones precedentes dieron origen a un intenso debate en la Comisión,
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acerca del cálculo del ingreso mensual establecido en el artículo 2o de la ley N° 18.987.
Se concluyó por los señores
integrantes de la Comisión que el sistema distorsiona el ingreso real del trabajador. En efecto, dicho precepto -incluyendo la modificación que le introduce el artículo 2o del proyecto- distingue si durante el semestre anterior el beneficiario ha devengado ingresos por treinta días o más, o no los registra.
En  el   primer  caso,   sus
ingresos se dividen por el número de días en que se devengan y luego se multiplican por treinta. En la segunda situación, se consideran los ingresos devengados durante el primer mes en que se genere la asignación, dividiéndolos por el número de días a que correspondan, y multiplicando el valor resultante por treinta. En este último caso, por ejemplo, se tomará en cuenta el mes de julio, y si en él el trabajador laboró diez días, por los que recibe $ 40.000, se divide esta cifra por diez y luego se multiplica por treinta, lo que arroja una ficción de renta, que no corresponde a la realidad, de $ 120.000. Vale decir, el trabajador resulta evidentemente perjudicado, porque, en lugar de percibir la asignación correspondiente al tramo de ingresos más bajos, estará ubicado en el tramo de ingresos superior.
La Comisión compartió la idea
de que se debe tener especial cuidado para que la asignación familiar y la maternal, que se pagan con fondos fiscales, lleguen, efectivamente a los sectores de más bajos ingresos y que, como subsidio estatal que son, deben estar vinculadas con los ingresos efectivamente percibidos.
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En relación con esta materia,
el señor Superintendente de Seguridad Social observó que entendía que el caso de los trabajadores del sector portuario el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social lo estaba considerando en conjunto con los demás aspectos que se refieren a esa actividad, a fin de darles una solución global. Agregó que no está en discusión el derecho que tienen a percibir la asignación familiar -reconocido expresamente en el artículo 12, inciso final, del decreto con fuerza de ley Nº 150, de Trabajo y Previsión Social, de 1981-, sino que el problema surge respecto del cálculo del tramo de ingresos en que quedan ubicados.
Puesto en votación en general el proyecto de ley, resultó aprobado por unanimidad.
El  H.  Senador  señor  Pérez
pidió dejar constancia de su fundamento de voto. Aseguró que aprobaba con satisfacción esta iniciativa, que responde a los objetivos de tipo social implícitos en la reforma tributaria, porque le parece que la mayor recaudación y el crecimiento económico permiten hoy día acrecentar los programas sociales y estos subsidios, dando cumplimiento al rol subsidiario del Estado de formular y perfeccionar instrumentos redistributivos del ingreso.
Se declaró partidario de los
tramos diferenciados, y anunció que durante la discusión particular presentaría indicaciones para acentuar esas diferencias mediante la reducción y supresión de los montos correspondientes a las personas de mayores ingresos, en el entendido de que, por no ser de  iniciativa  parlamentaria  el  aumento  de  las
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asignaciones familiares en los tramos de ingresos inferiores, ello permitirá que el Gobierno proponga incrementar estos últimos con cargo a los recursos que quedarán liberados.

Discusión Particular

                       El proyecto de ley en informe consta de cuatro artículos.
Artículo 1º.-

Fija nuevos  tramos para  la

determinación del monto de las asignaciones familiar y maternal del Sistema Único de Prestaciones Familiares, los que regirán a contar del 1º de julio venidero.

Para tal efecto, reemplaza el

inciso primero del artículo 1º de la ley Nº 18.987 -tal como se hizo el año pasado en la ley N° 19.073-, el cual contempla tres valores para dichas asignaciones, de acuerdo al ingreso mensual del beneficiario:

a)
De  $ 1.370  por  carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de $ 63.000;

b)
De $  1.000  por  carga, para aquellos beneficiarios cuyo  ingreso  mensual supere  los $ 63.000 y  no exceda  de $ 88.000,  y
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c)  De $ 552 por carga, para

aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual sea superior a $ 88.000.

La   norma  que  se  propone establece,  en cambio,   la  siguiente   escala  de valores:

a)
De  $ 1.550  por  carga, para aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de $ 80.000;

b)
De  $ 1.130  por  carga, para  aquellos beneficiarios  cuyo  ingreso mensual supere los $ 80.000 y no exceda de $ 100.000, y

c)
De $ 552 por carga, para

aquellos beneficiarios cuyo  ingreso  mensual  sea superior a $ 100.000.

Como se anticipó, el monto de

la asignación para los beneficiarios que tienen mayor ingreso mensual -$ 100.000, en lugar de los actuales $ 80.000-, no experimenta reajuste, sino que mantiene su valor de $ 552.

El inciso segundo del aludido

artículo 1º de la ley N° 18.987, que no se modifica, incluye dentro de los beneficiarios que reciben el monto máximo de asignación familiar a las instituciones del Estado o reconocidas por el Gobierno que tienen a su cargo la crianza y mantención de niños huérfanos o abandonados y de inválidos, y a los que gocen del subsidio de cesantía.
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Los  HH.  Senadores  señores
Hormazábal y Pérez presentaron dos indicaciones en relación con este artículo.
La primera de ellas modifica
la letra c), en el sentido de fijar como límite máximo para percibir la asignación familiar de $ 552 allí contemplada, el ingreso mensual de $ 250.000.
La segunda indicación dispone
que no tendrá derecho a un monto pecuniario por asignación familiar o maternal el beneficiario que tenga un ingreso mensual superior a los $ 250.000.
El    H.    Senador    señor
Hormazábal, en su calidad de Presidente de la Comisión, sometió previamente a examen de admisibilidad constitucional ambas indicaciones.
En relación con la primera,
anunció que la consideraba admisible, de conformidad al inciso final del artículo 62 de la Constitución Política. Ello, porque, siendo de iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República establecer o modificar las normas sobre seguridad social o que incidan en ellas, ha propuesto otorgar asignación familiar a todos los beneficiarios que tengan ingresos superiores a $ 100.000. La indicación se ajusta a la preceptiva constitucional en cuanto disminuye esa proposición sólo a quienes perciban ingresos inferiores a los $ 250.000 o, si así se quiere, la rechaza respecto de los beneficiarios de rentas superiores a esta cantidad.
Hizo  constar  que  tenía  en vista, además, lo dispuesto en el artículo 25 de la ley
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N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, del cual se infiere que la declaración de admisibilidad hecha en la Comisión no obsta a que sea revisada en la Sala pero, por el contrario, la declaración de inadmisibilidad hecha en Comisiones no podría ser objeto de reconsideración por la Sala. Lo anterior ha motivado el proyecto de ley que reforma esa ley orgánica constitucional, a fin de superar la incongruencia de que la Sala quede inhabilitada para rever la inadmisibilidad declarada en una Comisión. Por tal motivo, optó por la declaración de admisibilidad también con el objeto de no privar a la Sala de la posibilidad de llegar a una conclusión inversa.
Con todo, dejó entregado el
pronunciamiento sobre admisibilidad de la indicación a la Comisión, la cual, por la unanimidad de sus integrantes, hizo suyo el criterio del Presidente.
En cuanto a la admisibilidad
de la segunda indicación, el Presidente consultó a la Comisión su parecer, señalando que ella recoge las ideas compartidas por los integrantes de este organismo durante los años anteriores, en cuanto a que los beneficiarios que perciben ingresos mensuales a una cantidad determinada -que, con ocasión del estudio de la ley N° 18.987, se estimó $ 200.000-, no deberían tener derecho a percibir asignación familiar ni maternal, y esos recursos podrían destinarse a incentivar las asignaciones de las personas de menores ingresos.
La Comisión pidió su opinión sobre este tema a los señores representantes del
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Ejecutivo, por los cuales dio respuesta el señor Superintendente de Seguridad Social.
Subrayó este personero que el
Gobierno ha considerado la posibilidad de acentuar estas correcciones en materia de redistribución de ingresos por medio de la política de prestaciones familiares, pero no ha estimado pertinente asumir indicaciones en la línea de la que se analiza, porque ha percibido que no existiría coincidencia en el seno del Parlamento en cuanto a acogerlas, y porque en algunos sectores subsiste la duda acerca de la constitucionalidad de una disposición que suprima el beneficio respecto de quienes lo están percibiendo en estos momentos.
En cuanto a la admisibilidad
constitucional, señaló el señor Superintendente que, emitiendo una opinión estrictamente técnica, la norma que elimine la asignación familiar respecto de los beneficiarios ubicados en algunos tramos de renta no sería inconstitucional, en cuanto no afecta un derecho adquirido. Puntualizó que los derechos de que se trata son meramente legales, y no derechos subjetivos que se incorporen al patrimonio del beneficiario. Como quiera que se financian sólo con recursos fiscales, el Estado fija el monto que buenamente pueda dar, de acuerdo a sus disponibilidades presupuestarias y según las circunstancias lo permitan. Advirtió, eso sí, que es difícil que la opinión pública asuma esta distinción entre derechos simplemente legales y derechos subjetivos, y mucha gente podría impactarse porque mediante una disposición legal se le suprima un beneficio, por pequeño que sea, que está percibiendo.
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El H.  Senador  señor Thayer
manifestó que su punto de vista era exactamente el planteado por el señor Superintendente. Afirmó que la indicación es admisible constitucionalmente, pero encontró grave dos aspectos. Por una parte, es elevado el número de trabajadores que quedarían sin derecho a percibir asignación familiar y su supresión provocará un efecto económico y político perjudicial. Por otro lado, le preocuparon los efectos colaterales que podrían suscitarse respecto de diversas leyes y convenios, por ejemplo en materia de salud previsional. Por eso, comprendiendo la inspiración de la indicación, que como idea general apoyó el año pasado, no fue partidaria de ella.
El  H.  Senador  señor  Pérez
advirtió que todas las indicaciones presentadas por HH. señores Diputados de distintos partidos políticos durante el primer trámite constitucional de este proyecto, están dirigidas en la misma dirección que se comenta, vale decir, se encaminan a reorientar los recursos en términos más redistributivos.
Puso  de  relieve  que  los
subsidios son para los más pobres y la pobreza es un tema relativo, que debe afrontarse con recursos afectados por la escasez. El rol subsidiario del Estado, que es la raíz conceptual de los subsidios, tiene una gran manifestación en la solidaridad de la sociedad con la gente más postergada. El punto medular estriba en determinar cuáles son los más pobres o, lo que es lo mismo, hasta qué tramo de ingresos han de llegar los subsidios. Por ese motivo, el derecho a los subsidios, entendido como el derecho de los más desvalidos a recibir asistencia o ciertas prestaciones, no es un derecho adquirido que tengan todas  las
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personas integrantes de la sociedad, sino que sólo se refiere a una parte de ellas: la que se encuentre en esa situación de contingencia social, que corresponde determinar al legislador, tratando de hacer justicia.
El H. Senador señor Hormazábal
recordó que la Comisión, en el informe presentado a la Sala el año pasado sobre estas materias, dejó constancia unánime de su pensamiento, "en el sentido de que el derecho constitucional que se está regulando es la seguridad social y no la propiedad. En consecuencia, el principio rector que debe mover al legislador es la satisfacción de estados de necesidad, para lo cual está habilitado por la Carta Fundamental para apreciar la circunstancias de hecho que los configuran y que autorizan el otorgamiento de prestaciones. No cabe duda que se vulneraría la esencia del derecho en cuestión si las prestaciones fueran concedidas en casos en que no existe este supuesto indispensable del estado de necesidad".
En atención a que la Comisión,
a la luz de las ideas expresadas, confirmó ese criterio, declaró admisible también la segunda indicación, en mérito a lo dispuesto en el antes aludido inciso final del artículo 62 de la Constitución Política.
Sometidas  a  debate  ambas
indicaciones, se les introdujeron ajustes destinadas a perfeccionarlas, y a precisar que el único efecto que persiguen es la supresión de la percepción de un monto pecuniario por parte de los beneficiarios de ingresos superiores a $ 250.000, a quienes se les continuará aplicando en todo lo demás las disposiciones del Sistema Único de Prestaciones  Familiares.  De esa forma
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se evita afectar a otras normas legales, reglamentarias, contractuales o de otra índole que se remitan a los conceptos de beneficiarios o causantes de asignación familiar, u otros contenidos en la normativa por la que se rige o pueda regirse en el futuro ese Sistema.
- Al ponerse en votación las
indicaciones, conjuntamente con el artículo 1o del proyecto, quedaron aprobadas con los votos a favor de los HH. Senadores señores Hormazábal y Pérez, y el voto en contra del H. Senador señor Thayer.
El H.  Senador señor Thayer
fundó su negativa en que, si bien estimaba que las indicaciones están bien estructuradas, pueden ocasionar situaciones engorrosas o difíciles de manejar. Estimó preferible el planteamiento del Mensaje de mantener fijo el monto de $ 552 a fin de tender a la desaparición de la asignación familiar para los beneficiarios de ingresos mayores, lo que no causa los inconvenientes que podrían generar las disposiciones aprobadas por la mayoría de la Comisión.
Artículo 2°.-
Cambia  el  periodo  que  debe
considerarse para determinar el ingreso mensual que sirve de base para el cálculo de las asignaciones familiar y maternal, en el sentido de que ya no será el último trimestre del año calendario anterior, sino que el semestre comprendido entre los meses de enero y junio, inmediatamente anteriores. Con este objeto, reemplaza -también a contar del 1o de julio de 1992- el inciso primero del artículo 2o de la ley N° 18.987.
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Explica el Mensaje que esta
modificación considera un período mayor y más reciente de remuneraciones, con lo que el resultado reflejará más fielmente la remuneración del trabajador. Y, además, en tal forma, se evitará en gran medida que determinadas personas, en razón de la estacionalidad con la que perciben sus ingresos, puedan obtener asignaciones cuyos montos no se ajusten al propósito legislativo.
Los señores integrantes de la
Comisión, abundando en las consideraciones debatidas durante la discusión general del proyecto, concordaron en la conveniencia de eliminar la ficción legal de suponer a los beneficiarios un ingreso que no perciben efectivamente, y de que los tramos de renta se establezcan sobre la base de los ingresos reales, toda vez que, en el caso de los trabajadores de temporada y ocasionales, amplificar a todo un mes los ingresos de pocos días introduce un factor distorsionador enteramente desaconsejable.
El  señor  Superintendente  de
Seguridad Social observó que, de acuerdo al artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 150, de Trabajo y Previsión Social, de 1981, el monto de la asignación familiar guarda directa relación con el período por el cual se haya percibido remuneración imponible, de manera que si dicho período resulta inferior a treinta días, el beneficio se reduce proporcionalmente. Expresó que, por su misma concepción, el régimen de asignaciones familiares no es de carácter asistencial, puesto que ella se otorga a quienes generan rentas, y las otras personas están amparadas por el subsidio familiar.  Está en vinculación con el trabajo normal
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del beneficiario, y eso explica la necesidad de una norma que regule la situación excepcional en comentario, para el solo efecto de calcular su nivel de ingreso.
La Comisión discrepó de este
último aspecto, por considerar que la base de cálculo para determinar la ubicación del beneficiario en los tramos de ingreso mensual no resulta razonable, porque su nivel de ingresos queda determinado por lo que gana en escasos días, al suponérsele un trabajo del mismo nivel de renta por todo el mes. Es, en suma, un mecanismo artificial que eleva los ingresos, perjudicando el derecho del beneficiario a percibir un mayor monto de asignación o -considerando las modificaciones introducidas por la Comisión al inciso primero del proyecto-, incluso a recibir alguna suma por ese concepto.
En     virtud     de     las
consideraciones expuestas, los HH. Senadores señores Hormazábal, Pérez y Thayer suscribieron indicación, con el objeto de derogar el inciso segundo del artículo segundo de la ley Nº 18.987, y eliminar también la oración final del inciso tercero del mismo artículo, que son los que producen las distorsiones en el cálculo del ingreso mensual.
- Sometida a votación conjuntamente con el artículo 2º, resultaron aprobados por unanimidad.
El  H.  Senador  señor  Thayer
pidió dejar constancia de que el inciso segundo del artículo 2o de la ley N° 18.897 que se acordó derogar altera la regla del primer inciso porque, mientras éste
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se refiere al promedio del semestre, el inciso segundo establece una modalidad para calcularlo que presume rentas.
Artículo 3º.-
Aumenta, a partir del 1o de
julio próximo, el valor del subsidio familiar destinado a personas de escasos recursos, establecido en el artículo 1o de la ley N° 18.020, de los $ 1.370 actuales -determinados por la ley N° 19.073, artículo 2o-, a $ 1.550.
Con  ello,  de  acuerdo  al
Mensaje, se mantiene el criterio de que el monto del subsidio familiar sea equivalente al de la asignación familiar de los beneficiarios de menores ingresos, esto es, de aquellos que perciben una cantidad inferior o igual a $ 80.000 mensuales.
- Se aprobó en forma unánime.
Artículo 4º.-
Dispone que el financiamiento
del mayor gasto fiscal que representa la aplicación de esta ley durante el año en curso, se efectuará con transferencias de la Partida Tesoro Público, Programa "Operaciones Complementarias", Subtítulo "Transferencias Corrientes", Item "Provisión para Financiamientos Comprometidos", de la Ley de Presupuestos vigente.
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De acuerdo a la glosa que
tiene este ítem, con cargo a esos fondos pueden efectuarse aportes a los organismos del sector público, definidos en el decreto ley N° 1.263, de 1975, que determine el Ministerio de Hacienda.
- Fue aprobado por unanimi-
dad, sin perjuicio de la competencia de la Comisión de Hacienda.
En     mérito     de     las
consideraciones precedentes, vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de recomendaros que aprobéis el proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:
Artículo 1º.-
Sustituir  su  encabezamiento por el siguiente:
"Reemplázase el inciso primero del
artículo 1o de la ley N° 18.987, por los siguientes, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:".
En la letra c), suprimir el
punto, cierre de las comillas y punto final (.".) y agregar las siguientes expresiones: "y no exceda de $ 250.000.-".
Añadir, a continuación de la referida  letra c),  como nuevo  inciso  segundo del
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artículo 1o de la ley  Nº 18.987, el que se indica a continuación:
"El beneficiario cuyo ingreso
mensual supere los $ 250.000.- no tendrá derecho a percibir ningún monto pecuniario por concepto de asignación familiar o maternal, sin perjuicio de la aplicación de las disposiciones del Sistema Único de Prestaciones Familiares para todos los demás efectos que procedan.".
Artículo 2°.-
Cambiar su encabezamiento por el siguiente:
"Introdúcense, a contar del
1º de julio de 1992, las siguientes modificaciones al artículo 2° de la ley N° 18.987:
1. -  Reemplázase  su  inciso primero por el siguiente:".
Agregar    los     siguientes números:
"2.-   Derógase   el   inciso segundo.
3. -  En  el  inciso  tercero,
elimínase la oración final, que comienza con las expresiones" En este caso" y termina con las palabras "por treinta".".

- - -
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Consecuentemente   con   los
acuerdos expuestos, el proyecto de ley quedarla como sigue:
PROYECTO DE LEY:
"Artículo 1°.-  Reemplázase el
inciso primero del artículo 1* de la ley N° 18.987, por los siguientes, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:
"Artículo 1º. -  A contar del
día 1o de julio de 1992, las asignaciones familiar y maternal del Sistema Único de Prestaciones Familiares, regulado por el decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, tendrán los siguientes valores, según el ingreso mensual del beneficiario:
a)
De $ 1.550 por carga, para
aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual no exceda de $ 80.000.-;
b)
De $ 1.130 por carga, para
aquellos beneficiarios cuyo ingreso mensual supere los $ 80.000 y no exceda de $ 100.000.-, y
c)
De $ 552 por carga, para
aquellos  beneficiarios  cuyo  ingreso  mensual  sea superior a $ 100.000 y no exceda de $ 250.000.-.
El beneficiario cuyo ingreso
mensual supere los $ 250.000.- no tendrá derecho a percibir ningún monto pecuniario por concepto de asignación familiar o maternal, sin perjuicio de la aplicación de las disposiciones del Sistema Único de
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Prestaciones Familiares para todos los demás efectos que procedan.".
Artículo 2°.- Introdúcense, a
contar del 1° de julio de 1992, las siguientes modificaciones al  artículo 2º de la ley Nº 18.987:
1.-  Reemplázase  su  inciso primero por el siguiente:
"Para  los  efectos  de  lo
dispuesto en el articulo anterior, se entenderá por ingreso mensual el promedio de la remuneración, de la renta del trabajador independiente y/o del subsidio, o de la pensión, en su caso, devengados por el beneficiario durante el semestre comprendido entre los meses de enero y junio, ambos inclusive, inmediatamente anterior a aquél en que se devengue la asignación, siempre que haya devengado ingresos a lo menos por treinta días. En el evento que el beneficiario tuviera más de una fuente de ingresos, se considerarán todas ellas.".
2.-   Derógase   el   inciso segundo.
3.-  En  el  inciso  tercero,
elimínase la oración final, que comienza con las expresiones" En este caso" y termina con las palabras "por treinta".
Artículo 3°.-   Fijase en $
1.550, a contar del 1º de julio de 1992, el valor del subsidio familiar establecido en el artículo 1o de la ley N° 18.020.
                                              25.-

Artículo 4°. -  El mayor gasto
fiscal que represente, durante el año 1992, la aplicación de esta ley, se financiará con transferencias del ítem 50-01-03-25-33.104 de la partida Tesoro Público del presupuesto vigente.".

- - -

Acordado en sesión celebrada
el día 10 de junio de 1992, con la asistencia de los HH. Senadores señores Ricardo Hormazábal Sánchez (Presidente), Ignacio Pérez Walker y William Thayer Arteaga.
Sala de la Comisión, a 12 de
junio de 1992.

JOSE LUIS ALLIENDE LEIVA

       Secretario

